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NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, SOBRE EL PROYECTO DE LEY, INICIADO POR MENSAJE DE S.E., EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE ESTABLECE NORMAS ACERCA DE LA CONSTITUCIÓN JURÍDICA Y FUNCIONAMIENTO DE LAS IGLESIAS Y ORGANIZACIONES RELIGIOSAS.


_____________________________________________________________





HONORABLE CÁMARA:





	La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía emite un nuevo informe sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que sustituye el que despachó la Comisión el 9 de agosto de 1995, y se incorporó a la cuenta de la sesión 33ª de la Honorable Cámara, de fecha 5 de septiembre de 1995.





	Las razones por las que esta Comisión ha debido emitir este nuevo informe son las siguientes:





	Una vez que se dio cuenta del primer informe de esta Comisión, la Sala de la H. Cámara acordó remitir el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. En su seno, por la vía de las indicaciones se estructuró una nueva formulación del articulado, que difería de lo aprobado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


	Para evitar dilatar innecesariamente la tramitación de esta iniciativa, sometiendo a la Sala de la Cámara dos proyectos diversos, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, acordó poner en conocimiento de esta Comisión el nuevo texto, con la sugerencia que se reabriera el debate y se acogieran las modificaciones.





	La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, reabrió el debate y sometió a la consideración de sus integrantes una indicación sustitutiva del texto del proyecto, suscrita por los señores Sergio Elgueta, Erick Villegas, Andrés Aylwin, Sergio Ojeda, Homero Gutiérrez, Alejandro García-Huidobro y Jaime Naranjo, que es idéntica al texto sustitutivo del proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.





	Por tratarse de un informe que sustituye el anterior sobre la misma materia, se reproducen a continuación los antecedentes generales del proyecto.





Antecedentes Generales.





	Durante la discusión fueron escuchadas las opiniones de representantes de las Iglesias Evangélicas señores Helmuth Gnadt Vitalis, Ricardo Ramírez Loaus, Hermes Canales Guevara, Juan Alberto Rabah, Jorge Uribe Tapia, Manuel Covarrubias Lagos, Gerardo Vásquez Vásquez, Humberto Ulloa Cerda y Francisco Anabalón. También fueron escuchados los representantes de la Fe Bahi, señores Sergio Aparicio Caro, Alejandro Reid O., Fernando Abarca O. y Hamid Dehghan Manshadi.  Representando a la Iglesia Católica concurrieron los presbíteros Fernando Retamal Fuentes y Juan Ignacio González Errázuriz y el señor abogado don Jorge Kindermann.  Participaron también en el debate del despacho del proyecto, el ex Ministro del Interior, don Germán Correa Díaz; los asesores de ese mismo Ministerio, señores Humberto Lagos, Gustavo Villalobos y Mauricio Decap. Asistieron además los Diputados no miembros de la Comisión señores Sergio Elgueta Barrientos, Francisco Huenchumilla Jaramillo, Pedro Muñoz Aburto, José Miguel Ortíz Novoa, Fanny Pollarolo Villa, Edmundo Salas de la Fuente, Rodolfo Seguel Molina y Eugenio Tuma Zedán.
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	De un tiempo a esta parte se venía representando crecientemente el anhelo manifestado por diversos grupos religiosos, de promover y buscar fórmulas jurídicas que facilitaran el ejercicio del derecho a la libertad religiosa que se estimaba de alguna manera restringido o dificultado.


	Estaba claro que la libertad de conciencia, la manifestación de las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos se encontraba suficientemente garantizado por nuestro ordenamiento institucional, de atenernos a lo que prescribe el Nº 6 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que al efecto dispone:





Artículo 19.- La  Constitución asegura a todas las personas: 6º.- La libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público”.





	“Las confesiones religiosas podrán erigir y conservar templos y sus dependencias bajo las condiciones de seguridad e higiene fijadas por las leyes y ordenanzas.


	“Las iglesias, las confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto tendrán los derechos que otorgan y reconocen, con respecto a los bienes, las leyes actualmente en vigor.  Los templos y sus dependencias destinados exclusivamente al servicio de un culto, estarán exentos de toda clase de contribuciones.”.





	Casi en idéntica forma establecía esta garantía la Constitución de 1925, en el Nº2º de su artículo 10.





	Esta libertad, que en el conjunto de sus manifestaciones constituye lo que en doctrina se reconoce como la  “libertad religiosa”, es considerada un derecho humano inalienable, y así está consagrada en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo XVIII, que dice:





	“Todo hombre tiene derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión.  Este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o creencia y la libertad de manifestar esa religión o creencia  a través de la enseñanza, la práctica, el culto y las observancias, aislada o colectivamente, en público o en particular.”





	La Declaración de la V Asamblea del Consejo Mundial de Iglesias, celebrada en Nairobi, en 1975, expresó que   “El derecho a la libertad religiosa está consagrado en la mayoría de las constituciones como un derecho humano básico.  La libertad de religión significa la libertad de tener o adoptar una religión o creencia de gusto propio, así como la libertad de manifestar esa religión o creencia a través del culto, de la observancia, de la práctica y de la enseñanza, ya sea individualmente o en comunidad con otros, tanto en público como en particular. La libertad religiosa debe incluir el derecho y el deber que los grupos religiosos tienen de criticar los poderes gobernantes cuando sea necesario, de acuerdo con sus convicciones religiosas.”





	Su Santidad Juan XXIII, en la encíclica Pacem in Terris, señala a este respecto:





	“Todo ser humano tiene derecho a la libertad en la búsqueda de la verdad y, dentro de los límites del orden moral y del bien común, a la libertad en la manifestación y difusión del pensamiento...  Pertenece igualmente a los derechos de la persona la libertad de dar culto a Dios, de acuerdo con los rectos dictámenes de la propia conciencia y de profesar la religión privada y públicamente.”.





	Por ello el Mensaje de S.E.: el Presidente de la República expresa que “la libertad religiosa, más allá de ser una preocupación teórica de jurisconsultos, filósofos, teólogos y otros especialistas, es un derecho que tiene las más amplias y determinantes expresiones en la vida social y en la cotidianeidad de las existencias individuales y colectivas.”


	Así reconocido este derecho, el Supremo Gobierno, acogiendo proposiciones y peticiones de las Iglesias Cristianas Evangélicas y de otros grupos religiosos del país, dispuso por Decreto Nº 332, de Interior, de 1º de junio de 1992, la creación de una Comisión Especial que lo asesorara en el estudio y redacción de un proyecto de ley, relacionado con estas materias.





	Entre las conclusiones del estudio realizado por la referida Comisión, se constató que el estatuto jurídico vigente respecto de las entidades religiosas, en relación a su organización, las sujetaba a las disposiciones del derecho común, pues no existían normas especiales que regularan su constitución y funcionamiento.  Reconoce el Mensaje que es evidente que esta asimilación legal, no se aviene con la naturaleza y características propias de sus fines espirituales y de bien común y dificulta el ejercicio de los derechos protegidos por la garantía constitucional a que hemos hecho referencia.





	Por otra parte, con la adopción de este proyecto, se asume que el otorgamiento de la personalidad jurídica no es una concesión graciosa del Estado, sino el reconocimiento de la autoridad de un derecho preexistente, derivado de la concurrencia del derecho de asociación y del derecho a la libertad religiosa.





	La circunstancia de que la personalidad jurídica de las iglesias se otorgue, hasta ahora, en tanto corporaciones de derecho privado en virtud del Decreto Supremo Nº110, de 1979, del Ministerio de Justicia, se estima tanto por el proponente de esta iniciativa legal como por los afectados, desde una perspectiva de estricto derecho, más como un acto de mera “tolerancia religiosa” que como uno de “libertad religiosa”.


	Además, al hacer depender de la autoridad administrativa la concesión del beneficio de la personalidad jurídica, se estaría lesionando el principio de “separación entre Iglesia y Estado”, que formula nuestra Constitución Política.








	El proyecto propuesto por el Ejecutivo, al abocarse a la formulación de un nuevo estatuto jurídico, avanza en la concreción del principio de igualdad ante la ley en materia de libertad religiosa, y así se expresa en el Mensaje.





	En el debate habido en la Comisión, donde fueron escuchadas las opiniones de las más diversas vertientes religiosas, se destacó por sus representantes, la importancia que revestía la formulación de este proyecto, por el hecho de que el fenómeno religioso es tratado por primera vez en su globalidad en la historia legislativa de Chile, y que se analiza el factor religioso de manera unitaria.





	En esta parte del informe se omite la relación de otros diferentes argumentos de orden histórico, doctrinario, jurisprudencial y hasta teológico expuestos por los representantes de las diversas confesiones o denominaciones religiosas, que van más allá de los aspectos abordados por los preceptos que propone la iniciativa legal en análisis. Hay constancia de ellos en las actas de la Comisión.
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	Antes de proceder a la discusión particular de la indicación sustitutiva que motiva este nuevo informe, la Comisión escuchó, además, a las siguientes personas: don Jorge Uribe, don Manuel Covarrubias, don Juan Rabah, don Lee Alen Yverson, representantes del Comité de Organizaciones Evangélicas y doña Ariaselva Ruz Durán, de la Iglesia de Ciencias Cristianas.





	Para interiorizarse de los fundamentos de la indicación sustitutiva mencionada, la Comisión tuvo a la vista para su estudio y análisis, las actas de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, relativas a la materia.


	De la lectura de estas actas, se desprende que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, concluyó que las iglesias y confesiones religiosas deben tener la calidad de persona jurídica de derecho público.  Esta calidad deriva de la historia del establecimiento de la Constitución de 1980 y de la constatación de que, bajo el imperio de la Constitución de 1925, se dictó la ley Nº 17.725 que concedió personalidad jurídica, con tal carácter de derecho público, a la Arquidiócesis Católica, Apostólica y Ortodoxa de Chile.  Esto último indica que ya la Constitución de 1925, concebía este tipo de personalidad jurídica para las organizaciones religiosas


	Se destaca en las actas referidas, que la indicación sustitutiva propuesta por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia fue elaborada sobre la base de varios elementos, tales como la Declaración de Libertad Religiosa redactada en el Concilio Vaticano II, los textos de la ley orgánica sobre libertad religiosa de España y la legislación colombiana, entre otros.


	En cuanto a las ideas matrices y descripción del proyecto, es necesario consignar lo siguiente:





Ideas matrices y descripción del proyecto.





	El nuevo texto del proyecto, contiene dos grupos de ideas centrales que apuntan, en síntesis, a los propósitos expresados en el mensaje, de establecer normas que reconozcan las libertades de conciencia en lo religioso y de culto, y que regulen el funcionamiento de las iglesias y organizaciones religiosas.





	Por las primeras se explicita y se reitera en la ley la garantía constitucional que asegura a todas las personas las libertades e igualdades religiosas y de culto.





	A este orden de materias se refieren los artículos 1º, 2º y 3º del capítulo I sobre normas generales.





	El artículo 4º precisa lo que debe entenderse por "iglesias, confesiones o instituciones religiosas" para los efectos de esta ley, señalando que son "las entidades formadas por personas naturales que profesen una determinada fe, la practiquen, enseñen y difundan".





	En el Capítulo II se habla de la libertad religiosa y de culto, que se traduce en la ampliación y la explicitación de la garantía constitucional y allí se separan dos situaciones, por un lado las facultades que corresponden a cada persona en particular y las que corresponden a una asociación o entidad religiosa (artículos 6º y 7º).





	El artículo 8º contempla los límites del ejercicio de los derechos que emanan de la libertad religiosa, exigiendo que dicho ejercicio no debe oponerse a la moral, a las buenas costumbres y al orden público, de la misma manera como lo restringe la disposición constitucional del Nº 6 del artículo 19.





	Además, excluye de las normas de esta ley, dejándolas expresamente fuera de su ámbito de aplicación a las entidades y actividades relacionadas con el estudio y experimentación de fenómenos síquicos o parasicológicos, prácticas mágicas, supersticiones, espiritistas u otras de naturaleza ajenas o diferentes al conocimiento o culto religiosos.


	Finalmente, este artículo 8º prohibe la existencia de entidades o el desarrollo de actividades dedicadas al satanismo.





	El segundo grupo de disposiciones, regula el régimen legal de funcionamiento de las entidades religiosas.





	El Capítulo III se refiere a la constitución de la personalidad jurídica y sus estatutos. Aquí hay una particular diferencia con el primitivo texto. Se quiso hacer un reglamento más simple. En su artículo 9º  se señala el procedimiento para que las entidades religiosas obtengan existencia legal. El artículo 10º establece un procedimiento en caso que se deniegue el registro por parte del Ministerio de Justicia, en que intervienen los tribunales.  El artículo 11º se refiere al contenido de los estatutos de estas entidades. El inciso final fue muy discutido y se llegó a establecer que sólo los fundantes que suscriban el acta de constitución y los directores no deben estar sometidos a proceso o condenados por crimen o simple delito.





	Luego se establecen en el artículo 12 los privilegios procesales que tienen los ministros de una iglesia o confesión cuando tienen que ir a declarar como testigos en los tribunales.





	El Capítulo IV sobre patrimonio y exenciones, es prácticamente igual al propuesto por esta Comisión, en su informe primitivo, y mantiene las exenciones tributarias propuestas en el mensaje del Ejecutivo.  Se estimó que estas entidades u organizaciones deben llevar una contabilidad normal como cualquier otra institución. Se expresa que las donaciones inferiores a 25 Unidades tributarias Mensuales están exentas del trámite de la insinuación.





	En relación a la disolución de estas organizaciones contemplada en el Capítulo V, ésta se puede efectuar por propia voluntad o bien en cumplimiento de una sentencia judicial, por iniciativa del Consejo de Defensa del Estado. Se optó por suprimir la acción pública.


	Con respecto al destino de los bienes cuando se disuelve una organización, hay que estar a lo que los estatutos estipulen.





	En el artículo 1º transitorio se reconoce la calidad de personalidad jurídica que gozan actualmente por ley algunas iglesias


	En el articulo 2º transitorio se da un plazo a las personas que tienen bienes a su nombre para que hagan el traspaso a la referida entidad religiosa que haya declarado ser propietaria de inmuebles u otros bienes sujetos a registro público.
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	La Comisión acordó comunicar la aprobación del nuevo texto a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, e informar de sus acuerdos a la Honorable Cámara en un nuevo informe, dejando sin efecto, en lo particular, la totalidad de lo dicho y aprobado en el anterior, boletín 1111-07, debiendo tenerse el presente, como su primer informe para todos los efectos reglamentarios.





Menciones especiales.





	I.- Se hace presente que el proyecto fue aprobado en general, por unanimidad.





	Lo mismo ocurrió, al reabrirse el debate, con todos y cada uno de los artículos del proyecto, en su respectiva discusión particular.





	II.- Los artículos 15 y 16 deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, según lo dispone el artículo 220 del Reglamento.


	III.- El artículo 10, en su inciso 4º, contiene una norma de carácter orgánico constitucional, que consiste en otorgar competencia a los jueces de letras en lo civil, de la ciudad capital de región, para reclamar de la objeción a la constitución de una entidad religiosa formulada por el Ministerio de Justicia.





	Por su carácter, esta disposición requiere para su aprobación el quórum de cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio.





	IV.- Para el evento que se envíe el proyecto a comisiones para segundo informe, la Comisión acordó solicitar a la H. Cámara que, para evitar un doble segundo informe, se autorice la formación de comisiones unidas de Constitución Legislación y Justicia y Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía para el despacho del segundo trámite reglamentario.
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	En consecuencia, de acuerdo con lo expuesto y demás explicaciones que pueda dar el señor Diputado Informante, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, ha acordado dejar sin efecto el articulado de que se dio cuenta en el primer informe emitido por esta Comisión y somete a la consideración y aprobación de la Honorable Cámara, como único texto el siguiente:














"PROYECTO DE LEY





Capítulo I 


Normas Generales





	Artículo 1º.- El Estado garantiza la libertad religiosa y de culto, reconocida en el artículo 19, No. 6º, de la Constitución Política de la República, en los términos previstos en esta ley.  





	Artículo 2°.- Ninguna persona podrá ser discriminada en virtud de sus creencias religiosas, ni tampoco podrán éstas invocarse como motivo para anular, restringir o afectar la igualdad consagrada en la Constitución y la ley.





	Artículo 3°.- El Estado velará para que las personas desarrollen libremente sus creencias y promoverá la participación de las iglesias, confesiones e instituciones religiosas en la consecución del bien común.


	Artículo 4°.- Para los efectos de esta ley, se entiende por iglesias, confesiones o instituciones religiosas a las entidades formadas por personas naturales que profesen una determinada fe, la practiquen, enseñen y difundan.





	Artículo 5.- Cada vez que esta ley emplea el término “entidad religiosa”, se entenderá que se refiere a las iglesias, confesiones e instituciones religiosas de cualquier culto, sus federaciones o confederaciones.





Capítulo II


Libertad religiosa y de culto





	Artículo 6°.- La libertad religiosa y de culto, con la correspondiente autonomía e inmunidad de coacción, significan, para toda persona, las facultades de:


	a) Profesar la creencia religiosa que libremente elija o no profesar ninguna; manifestarla libremente o abstenerse de hacerlo; o cambiar o abandonar la que observaba;





	b) Practicar en público o en privado, individual o colectivamente, actos de oración o de culto; conmemorar sus festividades; celebrar sus ritos matrimoniales; recibir a su muerte una sepultura digna en los cementerios públicos, sin discriminación por razones religiosas; no ser obligada a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales y  no ser perturbada en el ejercicio de estos derechos;


	c) Recibir asistencia religiosa de su propia confesión en donde quiera que se encuentre;





	d) Recibir e impartir enseñanza o información religiosa por cualquier medio;  elegir para sí -- y los padres para los menores no emancipados y los guardadores para los  incapaces bajo su tuición y cuidado --, la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones, y








	e) Reunirse o manifestarse públicamente con fines religiosos y asociarse para desarrollar comunitariamente sus actividades religiosas, de conformidad con el ordenamiento jurídico general y con esta  ley.





	Artículo 7º.- En virtud de la libertad religiosa y de culto, se reconoce a  las entidades religiosas, entre otras, las siguientes facultades: 


	a) Ejercer libremente su propio ministerio, practicar el culto, celebrar reuniones en relación con la religión y fundar y mantener lugares para esos fines;





	b) Establecer su propia organización interna y jerarquía; capacitar, nombrar, elegir y designar en cargos y jerarquías a las personas que correspondan y determinar sus denominaciones;


	c) Enunciar, comunicar  y difundir,  de palabra, por escrito o por cualquier medio comunicacional, su propio credo y manifestar su doctrina respecto de la perfección de la actividad humana y de la sociedad;


	d) Fundar, mantener y dirigir, en forma autónoma y sin fines de lucro,  institutos de formación y de estudios teológicos o doctrinales, instituciones educacionales, de beneficencia o humanitarias, conforme con sus estatutos;





	e) Crear, participar, patrocinar y fomentar, para la realización de sus fines, asociaciones, corporaciones y fundaciones con arreglo a las disposiciones del ordenamiento jurídico común, siempre que no tengan fines de lucro, y


	f) Solicitar y recibir todo tipo de contribuciones voluntarias, de particulares e instituciones.





	Artículo 8º.- El ejercicio de los derechos que emanan de la libertad religiosa y de culto tiene como  límites la moral, las buenas costumbres y el orden público, conforme con  lo preceptuado en el párrafo  primero  del No. 6° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. 


	Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta ley las entidades y las actividades relacionadas con el estudio y experimentación de fenómenos psíquicos o parasicológicos, prácticas mágicas, supersticiosas, espiritistas u otras de naturaleza ajena o diferentes al conocimiento y culto religiosos. 





	Queda prohibida la existencia de entidades o el desarrollo de actividades destinadas al satanismo.





Capítulo III


Personalidad jurídica y estatutos





	Artículo 9º.- Las entidades religiosas que se organicen conforme a esta ley tendrán existencia legal una vez cumplidos los siguientes requisitos:


	a) Inscripción en el registro público que debe llevar el Ministerio de Justicia de la escritura pública en que consten sus estatutos y el acta de su respectiva constitución;





	b) Transcurso del plazo de noventa días desde la fecha de inscripción o registro, sin que el Ministerio de Justicia hubiere formulado objeción; o si, habiéndose deducido objeción, ésta hubiere sido subsanada por la entidad religiosa o desestimada por la justicia, y





	c) Publicación en el Diario Oficial de un extracto del acta de constitución, que incluya el número de registro o inscripción asignado.


	Desde que quede a firme la inscripción en el registro público, la respectiva entidad religiosa gozará de personalidad jurídica de derecho público por el solo ministerio de la ley.





	Artículo 10.- El Ministerio de Justicia no podrá denegar el registro. 


	Sin embargo, dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de ese acto, mediante resolución fundada, podrá objetar la constitución si faltare  algún requisito o si los estatutos o los fines y objetivos perseguidos se apartaren de las disposiciones de esta ley.


	La entidad religiosa afectada, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la notificación de las objeciones, deberá subsanar los defectos de constitución o adecuar sus estatutos, fines u objetivos a las observaciones formuladas. Si así no lo hiciere, quedará sin efecto la inscripción en el registro.


	De la resolución que objete la constitución podrán reclamar los interesados, en juicio breve y sumario,  ante el juez de letras en lo civil de la ciudad capital de región en la que la entidad religiosa tuviere su domicilio, dentro del plazo de quince días contado desde su  notificación.


	Artículo 11.- Los estatutos deberán contener, a lo menos, la expresión de los fines de la entidad religiosa, su denominación y demás datos de identificación; su régimen de organización y funcionamiento; sus órganos representativos, de administración y control; la forma y quórum de sus decisiones; su sistema de financiamiento; lo relativo a su disolución y destino de sus bienes, y el procedimiento para reformar sus estatutos.


	El acta  deberá contener, como mínimo, el nombre de la entidad religiosa, el o los domicilios de ella y la certificación de haberse aprobado los estatutos.


	Las personas que suscriban el acta de constitución de la entidad religiosa y sus directores no deberán estar procesados ni condenados por crimen o simple delito.





	Artículo 12.- Los ministros de culto de una iglesia, confesión o institución religiosa acreditarán su calidad de tales mediante certificación expedida por la entidad  religiosa respectiva, y les serán aplicables las normas de los artículos 360, No.1; 361, Nos. 1 y 3, y 362 del Código de Procedimiento Civil, así como lo establecido en el artículo 202, No. 2, del Código de Procedimiento Penal.  





Capítulo IV


Patrimonio y exenciones





	Artículo 13.- La adquisición, enajenación y administración de los bienes  necesarios para las actividades de las entidades religiosas estarán sometidas a la legislación común.





	Deberán llevar libros de contabilidad, teniendo acceso a ellos cualquier miembro de la corporación.





	Artículo 14.- Las entidades  religiosas podrán solicitar y recibir toda clase de donaciones y contribuciones voluntarias, de particulares e instituciones; organizar colectas  entre sus fieles para el culto, la sustentación de sus ministros u otros fines propios de su misión.





	Artículo 15.- Las donaciones y asignaciones que reciban las entidades religiosas a que se refiere esta ley, que tengan por objeto la construcción o reparación de templos destinados al servicio del culto o para el mantenimiento del mismo culto, quedarán exentas del impuesto establecido en la ley No. 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones  y Donaciones. 


	Las donaciones inferiores a veinticinco unidades tributarias mensuales estarán exentas del trámite de insinuación.





	Artículo 16.- Las entidades religiosas regidas por esta ley gozarán de los mismos derechos, exenciones y beneficios tributarios que las leyes y reglamentos vigentes otorguen y reconozcan a otras iglesias, confesiones e instituciones religiosas existentes en el país.  





	Los templos y sus dependencias,  destinados exclusivamente al servicio de un culto, estarán exentos de toda clase de contribuciones.











Capítulo V


Disolución





	Artículo 17.- La disolución de una entidad podrá llevarse a cabo de conformidad con sus estatutos, o en cumplimiento de una sentencia judicial firme, recaída en juicio incoado a  requerimiento del Consejo de Defensa del Estado, el que podrá accionar  de oficio o a petición de parte, en los casos que así corresponda, en conformidad con la Constitución y la ley.


	Disuelta la entidad religiosa, se procederá a eliminarla del registro a que se refiere el artículo 9°.





Artículos transitorios





	Artículo 1º.- El Estado reconoce la personalidad jurídica  y la plena capacidad de obrar de las entidades religiosas que gocen de ella a la fecha de entrada en vigencia de esta  ley. 





	Artículo 2º.- Las entidades religiosas que a la época de su inscripción en el registro público, hubieren declarado ser propietarias de inmuebles u otros bienes sujetos a registro público, cuyo dominio aparezca a nombre de personas naturales o jurídicas distintas de ellas podrán, en el plazo de un año,  regularizar su situación otorgando los documentos o usando los procedimientos legales de la legislación común, hasta obtener la inscripción correspondiente a nombre de las referidas entidades."


�


	Se designó DIPUTADO INFORMANTE al señor Jaime Naranjo Ortiz.





	Acordado en sesiones de fecha 7 y 28 de agosto y 12 de septiembre de 1996 y en sesión en comité de 4 de septiembre de 1996, con asistencia de los señores Erick Villegas (Presidente), Andrés Aylwin, Guillermo Ceroni, Alejandro García-Huidobro, Homero Gutiérrez, Arturo Longton, Rosauro Martínez, Iván Moreira, Jaime Naranjo, Sergio Ojeda, Rodolfo Seguel, Carlos Valcarce y Alfonso Vargas.





	Asistieron además, los señores Sergio Elgueta, Luis Valentín Ferrada y Harry Jürgensen.



































	SALA DE LA COMISIÓN, a 12 de septiembre de 1996.














JOSÉ VICENCIO FRÍAS 


Secretario de la Cmisión 
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